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			Capítulo 1: Introducción

			I. La importancia de un Proceso Constituyente

			A lo largo de la trayectoria de los sistemas políticos latinoamericanos frecuentemente encontramos el establecimiento de nuevas constituciones en momentos de alto grado de complejidad política. De este modo, una nueva Constitución se vuelve el símbolo de una época nueva o de un recomenzar. Ejemplo de ello son las constituciones asociadas a las respectivas independencias nacionales del siglo XIX, el resultado de una revolución como el caso de la Revolución Mexicana, que da origen a la Constitución de 1917; la necesidad de restablecer el Estado de derecho tras un golpe de Estado, como es el caso de la Constitución peruana de 1993 después del autogolpe de Fujimori; y el inicio de una transición como aquellas que se identifican con la llamada tercera ola democrática en Ecuador (1978) y Guatemala (1985).1 

			En democracia los antecedentes de los reemplazos constitucionales también imprimen, a la promesa de una nueva Constitución, un carácter de cambio profundo capaz de resolver los problemas que apremian a la sociedad. En la práctica, líderes como César Gaviria en Colombia, Hugo Chávez en Venezuela o Evo Morales en Bolivia han iniciado procesos constituyentes con la promesa de proveer a sus respectivos países de un sistema más participativo, democrático y que supere las distintas crisis que cada sociedad enfrenta, especialmente la falta de equidad y participación. Movilizaciones sociales de larga data han acompañado estos procesos.

			Sin perjuicio de las esperanzas depositadas en el proceso constituyente, los resultados del mismo no son uniformes. En los casos latinoamericanos que se analizarán en este libro, se pueden observar mejoras en algunos aspectos, especialmente aquellos asociados a aspectos igualitarios que forman parte del sistema político y que se reflejan en políticas públicas. Pero no siempre es el caso que los países hayan devenido en sistemas más participativos o democráticos después de que se ha promulgado la nueva Constitución. En algunas ocasiones tampoco han podido superar las crisis más importantes. Hay mucha diversidad en los resultados.

			En este contexto, es relevante saber qué factores hacen más probable el éxito de un reemplazo de la Constitución. Para países que inician procesos constituyentes, como Chile, que encontró una respuesta institucional al estallido social que comenzó en Octubre de 2019 a través de un proceso constituyente, es importante profundizar en experiencias pasadas que les permitan sortear de mejor manera el momento de cambio que van enfrentar y lograr los objetivos que se han propuesto. 

			La razón por la cual se recurre a una nueva Constitución como solución a una crisis es porque, en democracia, el reemplazo de la Constitución tiene por sí misma un gran potencial transformador. En un sentido material, la Constitución es el instrumento que contiene los preceptos que regulan la creación de toda otra norma jurídica; es decir, es la norma fundamental de la que emanan todas las demás, colocándose en la cima del ordenamiento jurídico (Kelsen 1955: 47). En concreto, la Constitución es el instrumento jurídico y político donde se establece el sistema de gobierno, se define el ejercicio del poder, las funciones y limitaciones de sus instituciones y donde se regulan las relaciones entre las instituciones y las personas (Galligan y Versteeg, 2013: 6; Nolte y Schilling-Vacaflor, 2012). Por lo tanto, lo que se establezca en la Constitución, irradia al resto de las decisiones que se tomen en una comunidad política.

			Una Constitución es importante no sólo porque se incluyen las reglas y las instituciones que van a enmarcar el sistema político, sino porque constituye un nuevo trato entre el Estado y la sociedad donde también se involucran dimensiones simbólicas e ideológicas que formulan valores y principios compartidos (Nolte y Schilling-Vacaflor, 2012: 5). Por último, una Constitución también guiará la agenda prioritaria de los próximos gobiernos y la forma de alcanzar esas metas; por ejemplo, la construcción de un Estado social, la protección del medio ambiente o la implementación de un Estado plurinacional. 

			Por otra parte, el procedimiento por el cual se establece una nueva Constitución es diferente de otro tipo de proceso político. La principal diferencia es que éste se produce invocando al poder constituyente por sobre el poder constituido. Para Sieyès (2003), el proceso de hacer una nueva Constitución se relaciona con la soberanía, un poder constituyente originario identificado con el pueblo, que le permite la posibilidad de reconsiderar todo arreglo institucional vigente. Para Schmitt, poder constituyente se trata de procedimientos que no tienen que adherirse a regulaciones previas o estar limitados por instituciones que podrían condicionar su capacidad para operar (2008: 136-138, 145). En esta línea de argumentación, la fuerza del poder constituyente, y también su peligro, se encuentra en que está por sobre los poderes constituidos previamente y puede llevarse a cabo ignorándolos. 

			El tema de los límites del poder constituyente es una discusión teórica con enorme relevancia práctica. Kalyvas (2012) asocia el poder constituyente con la idea de soberanía popular, como poder de constituir, asociado al principio básico de democracia y autogobierno. Sin embargo, la superioridad del poder constituyente frente a los poderes constituidos puede convertirse en una herramienta de doble filo lejos del ideal democrático. En los hechos, existen casos en los que “en el nombre del pueblo” el poder constituyente se transforma en un mecanismo para imponer un orden constitucional distinto, marginando del debate a la oposición (Lerner y Landau, 2019: 6). Es por esta razón que, en democracia, los procesos constituyentes se presentan en medio de fuertes tensiones respecto de los límites a los que deben atenerse.

			La combinación de lo que se entiende por una Constitución –las reglas que están por sobre todas las demás normas– y el procedimiento mediante el cual se adopta –justificado en el poder originario– vuelve a los procesos constituyentes una poderosa herramienta de transformación y cambio. El potencial transformador está dado en tres elementos: puede cambiar la forma en la que se ejerce el poder, puede afectar la legitimidad del sistema político a través de su valor simbólico y puede cambiar la agenda futura de políticas públicas. El proceso mismo, basado en la idea de transformar, vuelve al poder constituyente en un instrumento más incierto para quienes actúan en las reglas del poder constituido y, por lo mismo, la posibilidad de despertar resistencias institucionales y de actores claves son altas, haciendo de estos procesos, eventos en los cuales los costos son difíciles de calcular, obstaculizando su ocurrencia.

			En consecuencia con lo anterior, la evaluación de si un proceso constituyente fue exitoso se asocia al logro de las transformaciones que buscaba, para lo cual se necesita entender qué fue lo que gatilló la necesidad de reemplazar la Constitución. Por otro lado, para explicar qué factores inciden en el éxito, hay que ir más allá del nuevo texto constitucional, hay que revisar la forma en la que se hizo: los mecanismos utilizados, los actores políticos que intervinieron y el rol de la ciudadanía en el proceso de toma de decisiones. 

			Los inconvenientes para evaluar el éxito de los reemplazos constitucionales en democracia se acentúan por la diversidad de tipos de mecanismos que dominan los procesos constituyentes, los contextos en los que se producen y las respuestas a las diversas necesidades políticas. Por ejemplo, los procesos constituyentes han tenido distintos grados de participación; han sido iniciados desde abajo (el pueblo) o dirigidos desde arriba (la elite política); han estado anclados en la institucionalidad vigente o en mecanismos especialmente creados para discutir una nueva Constitución. Todo lo anterior sugiere que el resultado de un reemplazo constitucional no dependa (al menos no solamente) del contenido o del sistema institucional que establece, el cual puede parecerse al de otros países o incluso con la Constitución anterior que pretende reemplazar, sino que su explicación se encuentra principalmente en el proceso que le da origen. 

			II. Cómo medir el éxito y cuándo esperar que ocurra

			El concepto de éxito es el primer problema que hay que despejar para poder hacer una evaluación. La literatura académica ha asimilado el éxito de una nueva Constitución a factores como durabilidad de la misma (Elkins et al., 2009), democratización del sistema político (Méndez y Wheatley, 2013) o superación de conflictos violentos (Lerner, 2011). Es cierto que una nueva Constitución debe proveer un mínimo de estabilidad vinculada a su vigencia, pero parece sensato pensar que, en momentos de crisis democrática, el proceso constituyente debe permitir o ayudar a resolver la crisis que gatilló el proceso constituyente en primer lugar.

			En una democracia, debiésemos entender el éxito en un proceso constituyente ligado al perfeccionamiento de aspectos del sistema político que se perciben como deficientes. Al observar los acontecimientos anteriores a estos eventos, se constatan generalmente movilizaciones sociales que demandan una diversidad de bienes y servicios al Estado. Las movilizaciones sociales dan vida a una crisis que no encuentra respuestas efectivas por parte de la autoridades políticas. Las Constituciones no proveen de bienes y servicios en forma directa, pero moldean la forma de hacerlo. Las democracias modernas enfrentan un desafío en los procesos constituyentes, porque deben responder a las crisis en democracia con más democracia. En otras palabras, las crisis sociales son crisis políticas en la medida que la democracia no solo genera la expectativa de elegir autoridades, sino que éstas respondan adecuadamente a las necesidades de la ciudadanía.

			Aunque la definición de democracia no es pacífica, ni en la literatura ni en entre la ciudadanía (Dalh, 1998), en el corazón de un proceso constituyente hecho en democracia existe la expectativa de que ésta mejore, en especial para que el proceso de toma de decisiones responda a dar solución a la crisis que se quiere resolver. Una forma de abordar las distintas expectativas que se posan sobre el sistema político tras un proceso constituyente, es pensar la democracia como un concepto multidimensional (Coppedge et al., 2011). Así, la democracia puede concebirse de distintas maneras: democracia electoral, liberal, participativa, deliberativa, mayoritaria e igualitaria. Las crisis que dan origen a los procesos constituyentes están asociadas a las debilidades en algunas de estas concepciones; es decir, la ciudadanía demanda más o mejor democracia por la debilidad que presenta, por ejemplo, la dimensión liberal, participativa o igualitaria de ella.

			En consecuencia, un proceso de reemplazo constitucional exitoso se produce cuando se puede observar un mejoramiento de aspectos del sistema político democrático que se perciben como deficientes. Si bien esto podría ser suficiente, también hay que considerar, que no podríamos considerar exitoso un reemplazo constitucional que termine empeorando sus requisitos mínimos. Los conceptos mínimos de democracia han enfatizado los elementos procedimentales de la misma; es decir, sus aspectos electorales (Schumpeter, 2006; Przeworski, 2000). En las democracias modernas, también un aspecto mínimo a cumplir son las limitaciones al poder que se dan entre elecciones, es decir, los aspectos liberales de la misma. En otras palabras, para que un reemplazo constitucional sea exitoso, tiene que mejorar las dimensiones que son más problemáticas –generalmente la participativa e igualitaria– sin deteriorar sus dimensiones electorales y liberales. 

			Para capturar qué entendemos por estas dimensiones de democracia utilizaremos los índices de Varieties of Democracy (V-DEM). 2 La democracia electoral captura la idea de la capacidad de respuesta y la rendición de cuentas que tienen las autoridades políticas como consecuencia de elecciones competitivas. Se presume que esto se logra cuando los derechos políticos están presentes, como el sufragio inclusivo, una sociedad civil que puede operar libremente y elecciones limpias. También es importante que entre elecciones haya libertad de expresión y alternativas en las fuentes de información (Coppedge et al., 2017b: 47). Por otra parte el componente liberal de la democracia pone el énfasis en proteger los derechos individuales y de las minorías contra la tiranía del Estado y la tiranía de la mayoría. Los límites a las acciones del gobierno se dan en la medida que las libertades civiles estén protegidas constitucionalmente, exista un estado de derecho sólido, un poder judicial independiente y controles y equilibrios efectivos a las autoridades (Coppedge et al., 2017b: 49).

			Se utilizarán otros dos principios o componentes de la democracia desarrollados por V-DEM: el igualitario y el participativo. El principio igualitario de la democracia aborda la distribución del poder político entre los grupos sociales (clase, sexo, religión y etnia). «Idealmente, todos los grupos sociales deberían tener aproximadamente la misma participación, representación, poder para establecer la agenda, protección bajo la ley e influencia sobre la formulación de políticas y la implementación de políticas» (Coppedge et al., 2017b: 52). Para que la igualdad exista, el Estado debe buscar redistribuir los recursos socioeconómicos, además de adoptar las medidas en educación y salud que procure la igualdad política. En consecuencia, la medición que hace V-DEM incluye políticas redistributivas en estas áreas. 

			El componente participativo de la democracia involucra la participación activa de los ciudadanos en todos los procesos políticos, electorales y no electorales. En consecuencia, este componente da por sentado el sufragio, enfatizando el compromiso con las organizaciones de la sociedad civil, la democracia directa y los órganos electos subnacionales (Coppedge et al., 2017b: 50). 

			En el capítulo 2 se hace un análisis de la evidencia empírica que existe en cada caso y su correspondencia con los índices de V-DEM, antes y después del proceso constituyente. En términos generales, es posible afirmar que los procesos constituyentes en democracia tienen por objetivo general mejorar algún aspecto del sistema político que se refleja en las dimensiones participativa e igualitaria de la democracia, pero también en algunos casos los problemas en la dimensión liberal permiten esperar mejoras en esta dirección. Sin embargo, las mejoras esperadas no siempre se producen y, por el contrario, los índices muchas veces se deterioran o permanecen sin cambios cuando la expectativa es inversa. 

			Cabe preguntarse por qué los resultados son tan disímiles entre un caso y otro. Las claves de la respuesta se buscan en el proceso constituyente, ya que muchas veces las normas que debieran mejorar dichos indicadores sí quedan plasmadas en la Constitución, por lo tanto, no se trata de un problema de regulación constitucional. Por ejemplo, el objetivo de los procesos constituyentes de Bolivia (2009), Venezuela (1999) y Colombia (1991) era avanzar hacia democracias más participativas y, en consecuencia, se incorporaron en las nuevas Constituciones mecanismos de democracia directa y otros mecanismos de participación. A pesar de ello, en ninguno de los tres países el índice de componente participativo de la democracia de V-DEM mejora significativamente.

			El supuesto sobre el cual se construyen las explicaciones a lo largo de los siguientes capítulos es que los procesos constituyentes impactan el éxito del reemplazo constitucional. Es decir, existe una relación entre las características del proceso constituyente y el mejoramiento (o no) de aspectos del sistema político democrático. Sin embargo, esta relación está mediada por los intereses del Ejecutivo al terminar el proceso constituyente y su capacidad de concretarlos. En otras palabras, el impacto del proceso constituyente se produce sobre la capacidad del Ejecutivo de concretar sus intereses, y los intereses del Ejecutivo pueden o no ser coincidentes con los objetivos del reemplazo constitucional después que este ha terminado.

			Lo anterior se explica porque durante el proceso constituyente los actores que participan en él se van posicionando en las distintas instancias de participación y representación que éste posee. En atención a ello, se configuran los contrapesos del proceso para quienes participan en él y, en especial, los contrapesos a sus promotores –que en todos los casos analizados es el Ejecutivo–. Los contrapesos al Ejecutivo dificultan la tarea de llevar adelante el reemplazo constitucional y su capacidad de implementación (en el capítulo 5 se explica cómo se determinan los contrapesos del proceso constituyente). Si existen fuertes contrapesos para el Ejecutivo, éste saldrá debilitado del proceso constituyente o, en otras palabras, el poder no se habrá concentrado en él, sino que estará dividido entre éste y otros actores. Si, por el contrario, el Ejecutivo no tiene grandes contrapesos, indica que el Ejecutivo habrá salido fortalecido del proceso, o en otras palabras, se dificulta la posibilidad de despliegue de una oposición efectiva posterior al reemplazo constitucional.

			Por lo tanto, de acuerdo a un enfoque de teoría racional y de racionalidad limitada se adoptan tres supuestos: a) el proceso constituyente –a través de su dimensión participativa y representativa– sirve a los actores que participan en él como una forma de mejorar o consolidar su posición en la estructura de poder; b) el cumplimiento de los objetivos del reemplazo constitucional depende de los incentivos que tengan los actores una vez terminado el proceso; c) el incentivo de los actores políticos es mantener (consolidar) o acceder al poder (Colomer 2001; Downs, 1957; Riker, 1962). Por lo tanto, las acciones de los actores políticos están orientadas principalmente en esta dirección y sus estrategias cambian conforme a qué les sirve mejor al propósito de conservar o acceder al poder. En otras palabras, la evaluación que haga el Ejecutivo para cumplir con sus objetivos puede variar respecto de la visión que tenía antes de iniciar el reemplazo constitucional y dependiendo de la capacidad que tenga para concretar su agenda post-proceso, el éxito del reemplazo constitucional puede verse afectado.

			En términos generales, las dimensiones electorales y liberales de la democracia limitan el poder y, por lo tanto, no están en el interés del ejecutivo perfeccionarlas y, por el contrario, si los actores tienen la capacidad para mejorar su posición en la estructura de poder en perjuicio de ellas, es probable que estas dimensiones se deterioren. Lo mismo ocurre con la dimensión de participación, toda vez que involucrar a la ciudadanía en el proceso de toma de decisiones, disminuye la discrecionalidad y aumenta la incerteza en las mismas, haciendo poco atractiva la implementación de medidas en esta dirección. Lo contrario ocurre con la dimensión igualitaria de la democracia, ya que esta amplificará las posibilidades de elección o reelección, motivando a todos los actores para implementar políticas redistributivas e inclusivas en la medida que puedan declararse promotores de las mismas.

			Sin perjuicio de lo señalado, el Ejecutivo no actúa en solitario y su accionar dependerá de los frenos y contrapesos que el sistema político sea capaz de poner en movimiento. En particular, el Ejecutivo tendrá más capacidad para actuar con prescindencia de esos contrapesos institucionales si se encuentra fortalecido después del proceso constituyente y una vez promulgada la nueva Constitución. En atención a ello, es que poner atención a las características del proceso constituyente se vuelve relevante.

			En resumen, el argumento de este libro se basa en tres hipótesis. La primera hipótesis sostiene que si el Ejecutivo (o gobierno) enfrenta contrapesos políticos efectivos durante el proceso constituyente, es probable que después de promulgada la nueva Constitución se mantenga o mejore el componente electoral y liberal de la democracia dada la fortaleza de la oposición para seguir ejerciendo un rol efectivo. Lo contrario sucederá si los contrapesos no se producen. En el mismo sentido, la segunda hipótesis descansa en la idea de que el componente participativo de la democracia tiene pocas probabilidades de mejorar. Por un lado, si el Ejecutivo (o gobierno) no enfrenta contrapesos políticos efectivos durante el proceso constituyente, la oposición saldrá debilitada y el ejecutivo no tendrá necesidad de impulsar mayor respaldo ciudadano para apoyar su agenda. Por el contrario, si el Ejecutivo (o gobierno) enfrenta contrapesos políticos efectivos durante el proceso constituyente, éste no tendrá la capacidad para implementar mecanismos participativos que contrarresten los frenos y contrapesos de la oposición. 

			Por último, el resultado de la dimensión igualitaria es el objeto de la tercera hipótesis. Ésta dimensión se fortalecerá en la medida que el Ejecutivo (o gobierno) tenga la capacidad de potenciar su agenda redistributiva e inclusiva teniendo a la vista la idea de mejorar sus posibilidades de reelección. Por lo tanto, si el Ejecutivo no enfrenta contrapesos políticos efectivos durante el proceso constituyente, saldrá fortalecido del mismo mejorando su capacidad para conseguir sus objetivos. Pese a que sería lógico pensar que lo contrario sucederá si el Ejecutivo (o gobierno) enfrenta contrapesos políticos efectivos durante el proceso constituyente, no es posible para ningún actor político oponerse a una agenda redistributiva que está en el centro de las demandas ciudadanas sin sufrir costos políticos. Por esta razón, esta dimensión tendrá los mejores resultados, en los procesos constituyentes donde tanto oposición como gobierno puedan adjudicarse los resultados; es decir, donde ha habido mayores contrapesos.

			III. Contrapesos: ¿es el proceso constituyente
en sí mismo importante?

			La pregunta de si el proceso de hacer una nueva Constitución es importante no es nueva en la literatura, pero su respuesta ha sido esquiva (Ginsburg et al., 2009; Lerner y Landau, 2019: 8). Este libro argumenta que el proceso por el cual se hace una nueva Constitución es tan importante como su contenido, porque determina su implementación. Esto sucede porque durante el proceso constituyente se producen contrapesos entre los distintos actores que participan en él que determinarán su capacidad de acción futura, lo que se puede observar sobre la base de las dos dimensiones principales de dicho proceso: la participación y la representación. Ambas características se dan en forma diferenciada y no excluyente a lo largo del proceso, es decir, en las tres etapas que se consideran en esta investigación: antes de la Asamblea Constituyente, durante la Asamblea Constituyente y después de ella.3 

			Existe un esfuerzo en la literatura por vincular el proceso constituyente con los resultados del reemplazo constitucional. En particular, se toman de las investigaciones anteriores los efectos que se le atribuyen a la participación y a la representación en dichos procesos. Ambas características se han presentado confusamente bajo el nombre único de inclusividad, como se analiza en el capítulo 4 y, por tanto, en dicho capítulo se elaboran conceptos que distingan con claridad lo que se entenderá por participación y representación.

			La inclusividad que debe tener o no un proceso constituyente es uno de los aspectos más debatidos en la academia y también de creciente importancia en los procesos constituyentes latinoamericanos. Elster (1995), por ejemplo, concluye que cuando el proceso es deliberativo en un escenario de escrutinio público (más inclusivo) es menos conducente a producir arreglos constitucionales duraderos.4 En esta conclusión también coincide Widner (2008) para los escenarios de mucho conflicto, en los cuales la toma de decisiones públicas puede exacerbar las diferencias. Por el contrario, Méndez y Wheatley (2013), concluyen que mientras más involucrado esté el público en términos de ser participantes en la discusión y en la aprobación final del borrador (ej. referéndum), más ciudadanos van a asimilar sus normas y defenderlas de abusos autoritarios (por lo tanto, más durará). Esta misma idea está presente en Elkins et al. (2009) y Moehler (2008). Para todos ellos, las constituciones que están debatidas y formuladas públicamente tienen una mayor probabilidad de generar la adhesión necesaria para el autocumplimiento de la misma (self inforcement). Elkins et al. destacan dos momentos en que se manifiesta el nivel de inclusión: en la confección y deliberación del borrador y el mecanismo de aprobación final; mientras que Moehler sólo enfatiza el mecanismo de aprobación final.5

			Esta idea de inclusión no se condice con la de los autores que han investigado a fondo los escenarios de transición de régimen político. Para ellos, son las elites las encargadas de llegar a un acuerdo para establecer una nueva Constitución. Por lo tanto, de acuerdo a esta literatura, el éxito o fracaso de un nuevo arreglo constitucional dependería de lo que hagan las elites (no de toma de decisiones más inclusivas); el mayor consenso vendrá después, cuando se internalicen las reglas del juego (O’Donnell, 1996; O’Donnell, Schmitter y Whitehead, 1986). Un aporte de esta línea de análisis es que independiente de lo inclusivo de los procesos constituyentes, para que éste sea realmente efectivo, se debe incluir una instancia en la cual las elites negocien, ya que, de otra manera, las posibilidades de una reacción adversa al proceso son altas. Con todo, en un periodo democrático, la sola negociación de las elites, como insinúa la literatura sobre transiciones, es poco viable porque ignora la importancia legitimadora que poseen procesos constituyentes más inclusivos. 

			El mecanismo causal con el cual los trabajos anteriores unen el éxito con la inclusividad es uno de legitimidad, motivado porque la variable dependiente (éxito) generalmente corresponde a la durabilidad del texto constitucional y, por lo tanto, el razonamiento consiste en que habrá más personas dispuestas a defender la Constitución si se sienten identificada con ella o los costos de cambiarla serán más altos si el procedimiento fue más inclusivo. Sin embargo, que una Constitución esté legitimada y sea querida por la ciudadanía dado el nivel de «inclusividad» del mecanismo con el cual se realizó, no implica que esa Constitución esté siendo obedecida por el ejecutivo y demás actores políticos, o que los objetivos de ésta se hayan logrado, poniendo dudas tanto sobre el concepto que tenemos de durabilidad como de lo que debemos entender por éxito del proceso. En efecto, las constituciones muchas veces sobreviven a pesar de ellas mismas, como, por ejemplo, la Constitución colombiana de 1886 que fue sostenida durante más de un siglo, pero para poder gobernar, el poder ejecutivo recurrió frecuentemente a los estados de sitio para saltarse sus disposiciones (Pachón, 2010).

			A diferencia de los autores anteriores, en esta investigación se sostiene que la vinculación entre «inclusión» y éxito del reemplazo constitucional no se da por la vía de una mayor legitimidad, sino porque el proceso constituyente fortalece o debilita a sus promotores en atención a los contrapesos que han debido enfrentar durante su ocurrencia, afectando su capacidad para lograr sus objetivos post proceso constituyente. En este contexto, medir cuáles son los contrapesos durante el proceso es de vital importancia. En primer lugar, es necesario caracterizar los procesos constituyentes en torno a sus dos principales elementos contemporáneos: la participación y la representación. Cada una de estas características se da de forma distinta en los procesos constituyentes. Es decir, puede haber varias formas de participación y distintas manifestaciones de la representación. De esta manera, ambas fortalecerán o debilitarán al Ejecutivo, dependiendo del tipo de participación y el tipo de representación que haya tenido el proceso. A partir de la clasificación de estas instancias, se puede generar un índice de contrapesos del proceso constituyente que ilustre qué tan difícil ha resultado al Ejecutivo hacer el reemplazo constitucional.

			a) Importancia de la representación

			Abordar los problemas de distribución de poder es uno de los objetivos principales de un nuevo proyecto constitucional. El proceso constituyente es un momento de incertidumbre respecto de las reglas del juego que regirán en el futuro y, por ello, un foco de tensión entre las elites políticas, económicas y sociales. En atención a que en el universo de casos que aborda este libro –Colombia en 1991, Argentina en 1994, Ecuador en 1998, Venezuela en 1999, Ecuador en el 2008 y Bolivia en el 2009– es el Ejecutivo quien impulsa el proceso, la representatividad de las elites genera contrapesos para el gobierno, el que deberá abandonar parte de su agenda para llegar a acuerdos. Incluso, cuando el promotor del reemplazo de la Constitución no es el Ejecutivo, como en Chile, el proceso constituyente puede fortalecer o debilitar las aspiraciones del sector que representa. Por lo tanto, mientras más representativa sea la Asamblea Constituyente (AC), más contrapesos habrá para el gobierno en su tarea de llevar adelante el reemplazo constitucional de acuerdo a sus intereses. 

			En este orden de ideas, conocer quién o quiénes controlan el poder constituyente y cómo llegaron a controlarlo es importante, siendo que mientras más contrapesos existen se tiene menos control sobre la agenda o sobre las reglas de toma de decisiones. Por lo tanto, se debe prestar atención a si existe un escenario dominado por un sector o si existe exclusión de un sector de la oposición o del establishment, ya que los escenarios excluyentes debilitan la posibilidad de existencia de contrapesos efectivos. 

			Los conceptos de oposición y establishment se tratan diferenciadamente. La oposición expresa la presencia de un sector políticamente organizado que no forma parte del gobierno y que difiere, en términos programáticos e ideológicos, de quienes forman parte de éste (Dahl, 1966; Norton, 2008). Si bien el establishment puede ser también oposición, se reserva este término para el conjunto de partidos y grupos organizados de la sociedad civil que participan habitualmente del sistema político y que se encuentran desafiados por nuevas fuerzas políticas que desde fuera del sistema buscan ocupar posiciones de poder. Cualquiera sea el caso, se espera que el proceso constituyente que excluye sectores relevantes de la oposición o del establishment, reduzca la capacidad de contrapesos para el Ejecutivo, dependiendo del nivel de exclusión.

			Para observar la representatividad del proceso constituyente es necesario analizar la inclusión, pero también el desarrollo del sistema de partidos, la existencia de polarización, la forma de tomar las decisiones –quórums y publicidad– y la naturaleza originaria que se reclame para sí el mecanismo constituyente (la AC). Estos elementos afectan la estructura de contrapesos de distinta manera, especialmente porque forman parte del contexto de racionalidad limitada en el cual interactúan los actores políticos, afectando la capacidad del Ejecutivo para llevar adelante su agenda, como se verá en los capítulos 3 y 4.

			b) Importancia de la participación ciudadana

			En los procesos constituyentes recientes, se ha valorado la participación como un elemento importante del contexto democrático. La literatura que ha desarrollado la participación como una variable explicativa lo ha hecho asignándole a ésta diversos efectos. Entre ellos, se ha señalado que puede producir un impacto en los contenidos de la nueva Constitución. También puede aumentar su legitimidad, dado un mayor apego a la nueva Constitución, o como señalan Méndez y Wheatley (2013) hace más proclive a la ciudadanía a defender la Constitución del abuso autoritario. Otros impactos que se han analizado respecto a la participación son la reducción de la conflictividad o el aumento de la democratización, todo lo cual se desarrolla en el capítulo 4.

			La participación puede reflejarse en distintas instancias y revestir distintas características y nada nos empuja a concluir que toda esta diversidad de participación produzca inequívocamente los mismos resultados. Por ejemplo, es distinta una alta participación electoral en el referéndum que da inicio al proceso constituyente que una instancia de audiencias públicas para debatir y escuchar a ciudadanos mientras se redacta el borrador. Tampoco es lo mismo si los referéndums que se hacen son vinculantes o si son facultativos para la autoridad y si las instancias de propuestas ciudadanas son incidentes o no. 

			En consecuencia, la participación podrá fortalecer la posición del Ejecutivo si éste no tiene que renunciar a su discrecionalidad en la toma de decisiones a favor de la ciudadanía en general o de las organizaciones sociales en particular, o si es él el que promueve dicha participación. Esto es así porque una participación favorable a los intereses del Ejecutivo aumenta su peso, vís à vis el contrapeso efectivo que puedan hacer otros actores. Por el contrario, si la participación resulta contraria a los intereses del Ejecutivo, ésta actúa como un contrapeso, aumentando los costos que debe asumir para llevar adelante el proceso. 

			Es necesario hacer una última consideración respecto a lo que se ha señalado de la participación y de la representación. Los procesos constituyentes son eventos complejos de toma de decisiones que se dan en distintas etapas y con distintos hitos participativos y representativos. Es la suma de todos esos hitos la que nos permite observar en forma holística los contrapesos durante el proceso respecto de los actores que participan en él. Por lo tanto, se elaborará un índice que permita comparar los distintos casos y explicar sus diferencias en los resultados, lo que se desarrolla en el capítulo 5.

			En suma, se concluye que las características de participación y representación de cada proceso constituyente que se analiza en este libro, impactaron la capacidad del Ejecutivo para perseguir sus intereses después de reemplazada la Constitución y, por lo tanto, la posibilidad de mejorar las distintas dimensiones de la democracia relacionadas con los objetivos que motivaron el proceso constituyente. Esto es lo que explica el éxito o fracaso del reemplazo constitucional.

			IV. Estructura del libro

			Este libro está estructurado en cinco capítulos, además de esta introducción que corresponde al primer capítulo, y las conclusiones. El capítulo 2 aborda el éxito del reemplazo de una Constitución. Se identifican las motivaciones de los reemplazos constitucionales que la literatura en la materia destaca, para luego identificar cuáles corresponden a los procesos constituyentes que aborda este libro, haciendo un análisis detallado de sus antecedentes. Del análisis se desprende que existen dos tipos de motivaciones generalmente ligadas entre sí: las crisis políticas y los cambios en la estructura de poder, cada una de las cuales presenta distintas manifestaciones que nos permiten vincularla a los índices de Varieties of Democracy (Coppedge et al., 2017a). También se desprende del análisis (t-test), que hay cambios significativos en el sistema político, comparando antes y después del reemplazo constitucional, pero no siempre en la dirección esperada; es decir, no se produce siempre una mejora. 

			Los capítulos 3 y 4 desarrollan dos dimensiones que nos permiten explicar el peso del proceso constituyente sobre el éxito del reemplazo de la constitución: la representación y la participación en el transcurso del debate constituyente. Para iluminar cómo se produce la representación y sus efectos en los procesos constituyentes, el capítulo 3 hace un análisis descriptivo de los distintos elementos que afectan la representación en los mecanismos constituyentes. Se aborda primero una dimensión teórica que examina la importancia de la representación en las diversas perspectivas del acto de hacer una nueva Constitución. Luego se describen los principales mecanismos constituyentes que se utilizan para reemplazar la Constitución en democracia y se establece una categorización de representación (inclusiva, intermedia y excluyente), en virtud de la cual se desarrollan los casos. La forma como se manifiesta la representación en los casos estudiados es en la integración de la Asamblea Constituyente; es decir, quienes forman parte de ésta. Sin perjuicio de ello, habrá otros elementos que afectan el ejercicio de la representación: a) los quórums de toma de decisiones; b) los pactos entre sectores políticos; y c) la polarización. Estos elementos determinan el control que tiene el ejecutivo sobre el proceso y la posibilidad de otros sectores de hacer oposición efectiva; en suma, los contrapesos del proceso constituyente.

			Para el nuevo constitucionalismo latinoamericano, la participación es su elemento distintivo. Sin perjuicio de lo anterior, la participación no es un concepto inequívoco y, más aún, su práctica reviste muchas diferencias entre un caso y otro. El capítulo 4 revisa aspectos teóricos y prácticos de la participación. Respecto de los primeros, se hace una revisión de las consecuencias esperadas de la participación y lo que se entiende por ella en los procesos constituyentes. En los segundos, se analizan las prácticas participativas que se han dado en tres de los seis casos latinoamericanos –Colombia, Venezuela y Bolivia– seleccionados en conformidad a lo señalado más adelante. En virtud de ello se elabora una clasificación de participación constituyente basada en su naturaleza e influencia y se concluye que, en términos generales, la participación fortalece la posición política de los promotores del proceso cuando no está sistematizada, debilitando las posibilidades de contrapeso en el mismo.

			El capítulo 5 desarrolla los contrapesos del proceso constituyente para los actores que participan en él, los cuales están asociados a los elementos de participación y representación en sus distintas etapas. En este contexto, el capítulo ofrece una explicación de cómo el proceso constituyente influye en el éxito del reemplazo constitucional dividiendo el análisis en dos partes. En la primera, se identifica los intereses que persiguen los actores políticos vinculados con los objetivos del reemplazo constitucional. Se entiende que estarán en el interés de cada actor todos aquellos cambios que le permitan mejorar o mantener su posición en la estructura de poder existente. El segundo paso es el desarrollo de un índice que permite comparar los contrapesos del reemplazo constitucional para el Ejecutivo, considerando las características de participación y representación de cada uno, como se detalló en los capítulos 3 y 4. Este índice reflejará la capacidad del Ejecutivo (y la oposición) de moldear el nuevo sistema político para satisfacer sus intereses una vez terminado el proceso constituyente, impactando en el éxito del proceso.

			A partir de los capítulos anteriores, el último capítulo concluye que la participación y representación desplegada en los procesos constituyentes genera contrapesos que impactan en la capacidad del Ejecutivo para conservar y ampliar su poder, vis à vis la oposición (y su capacidad para hacer contrapeso) de lo cual depende el éxito del reemplazo constitucional.

			a) Algunos aspectos metodológicos

			Dados los objetivos señalados, se utiliza principalmente el método histórico comparado (MHC) que nace de la tradición del método de Mill. Mahoney (2014) menciona tres características centrales del MHC que son esenciales para esta investigación: un análisis macro configuracional, un análisis orientado por la temporalidad y basado en el estudio de casos. Las explicaciones configuracionales separan al MHC del método de Mill, ya que se hace cargo de la combinación de varios factores que forman un «paquete» causal y las interacciones son comunes. Aunque su preocupación es con resultados históricos, causas y unidades de magnitud (ej. revoluciones, quiebres democráticos, procesos constituyentes), los individuos y sus elecciones no se eliminan del análisis. Este tipo de estudios incluyen también el contexto como un factor importante que puede hacer que un mismo factor produzca resultados diversos en distintos casos, dando cuenta de la complejidad causal. 

			Especial importancia para este trabajo es la utilización de process tracing. En la explicitación y descubrimiento de los elementos que configuran los objetivos del reemplazo constitucional, la materialización de la participación y la representación y en la exposición de la evidencia que se sustrae de los casos, el process tracing juega un rol esencial, ya sea para rescatar evidencia de mecanismos causales o para explicar los resultados (George y Bennett, 2005: 8-9, 206). George y Bennett ven en esta herramienta un suplemento o una alternativa para todas las formas de comparación de caso que colaboran en reducir los peligros de falsos positivos y falsos negativos (160, 177). Process tracing pueden rastrear y descubrir variables omitidas, desechar variables y colaborar con la evaluación de la evidencia, dándole valor o restándoselo a las inferencias causales que se desarrollen. George y Bennett caracterizan, por lo tanto, process tracing como un procedimiento para identificar mecanismos causales y método particular de desarrollo y testeo de teoría (176-177, 217). Esta herramienta no solo presenta evidencia, sino que esta evidencia debe estar vinculada (ser dependiente entre sí) en una explicación para el caso. Para levantar antecedentes que permitieran apoyar el trabajo de process tracing, se realizaron doce entrevistas y revisión de prensa para los tres casos que se abordan en profundidad: Colombia 1991, Venezuela 1999 y Bolivia 2009.

			Sin perjuicio de la naturaleza cualitativa de este trabajo y la preeminencia del método histórico comparado, existen objetivos de la misma que se logran con otras metodologías. En efecto, para poder captar de mejor manera el fenómeno objeto de análisis (éxito del reemplazo constitucional) se utilizará una técnica estadística. A través de un t-test de muestras dependientes se pueden medir los cambios en el comportamiento de los índices que reflejan el éxito del reemplazo constitucional antes y después de entrada en vigencia la nueva Constitución. De esta manera se buscan dos objetivos. Por un lado, establecer la existencia de una relación entre el cambio constitucional y la variación en los índices. Por otro lado, observar cómo son las variaciones que se producen; es decir, si se comportan en la dirección esperada para definir de mejor manera el problema de investigación. Los detalles técnicos del t-test se explican en el capítulo 2.

			El impacto de la participación y la representación del proceso constituyente (la variable independiente o explicativa) tiene que ser estandarizado y medido para poder comparar los casos y testear las hipótesis. En atención a ello, se construye un índice que recoge la idea que es la suma de estas características, manifestada en distintas instancias y evaluadas conforme a los pesos y contrapesos que producen, la que se manifiesta como una variable independiente. Este índice se construye y explica en el capítulo 5.

			Por otra parte, tal como lo anticipa Mahoney, es necesario como complemento del estudio histórico comparado, seguir la racionalidad con la cual los actores políticos principales optan por distintas estrategias para materializar sus intereses. En efecto, el impacto de la participación y la representación del proceso se materializan en las capacidades del Ejecutivo, la oposición y la ciudadanía de avanzar en sus objetivos atendiendo a las limitaciones a las que están sujetos. En el capítulo 5 se expone el enfoque de racionalidad limitada y sus alcances dentro de la investigación. 

			b) Casos de estudio: reemplazos constitucionales
en las democracias latinoamericanas 

			Los reemplazos constitucionales en democracia revisten objetivos y características distintos que los reemplazos constitucionales en regímenes autoritarios. Un proceso constituyente en sistemas autoritarios podría tratar de dar una legitimidad a un gobierno que carece de ella por la vía electoral, pero también se justifica porque muchos de los problemas que intentan resolver las constituciones son los mismos que enfrentan los gobiernos democráticos, como coordinar acciones del proceso político o como manual de operaciones. A esto se agregan otros objetivos, como servir de cartelera publicitaria o incluso como un borrador de acciones futuras que faciliten la adopción de políticas públicas afines al régimen (Ginsburg y Simpser, 2014: 107). 

			Solo los reemplazos constitucionales hechos en democracia tienen por objeto resolver problemas del mismo sistema en el cual se quiere seguir operando. Por lo tanto, las motivaciones de este tipo de procesos son distintas a las de otros contextos. También se optó por considerar solo aquellos casos de democracia que se producen tras la tercera ola que comienza en 1978. Esto se hace porque a partir de entonces se pueden considerar democracias electoralmente más inclusivas y un periodo más estable de este sistema político que hasta el presente ha dejado atrás los golpes de Estado como mecanismo de acceso a los cargos de autoridad y acomodación de la estructura de poder. 

			Por último, los casos se limitan a la región latinoamericana. La razón de ello, es que Latinoamérica tiene características que posibilitan controlar algunas potenciales explicaciones. Por ejemplo, los países latinoamericanos son presidencialistas, comparten un mismo pasado colonial y su tradición constitucional es similar. Esto hace conveniente reducir el universo de estudio a estos casos, sin perjuicio de que se reconoce que, en un futuro, sería interesante ampliar este parámetro para buscar una mayor generalización de los hallazgos.

			A partir de los criterios anteriores, el universo de casos con estas características son seis: Argentina (1994), Bolivia (2009), Colombia (1991), Ecuador (1998), Ecuador (2008) y Venezuela (1999), de los cuales se han seleccionado tres basados en la lógica de un most similar system design (MSSD) y diverse case –casos diversos (Gerring, 2007)–. En MSSD se seleccionan casos que son similares, pero que difieren en los resultados, en virtud de lo cual se escogen tres casos que, teniendo procesos participativos –y siendo la participación uno de sus principales objetivos–, no lograron mejorar la dimensión participativa de la democracia, pero que tienen un resultado diverso en otras dimensiones (por ejemplo, dimensión liberal de la democracia), afectando el éxito del reemplazo constitucional. La clave de esta selección es que habrá otras variables independientes que expliquen el resultado, pero no será la participación, que es una característica que hace a todos los casos similares. De acuerdo a este criterio, se seleccionaron los reemplazos constitucionales de Venezuela, Bolivia y Colombia, como se detallará más adelante.

			Para reforzar los criterios de MSSD, se utiliza la lógica de casos diversos, en virtud de la cual los casos a estudiar representan una máxima varianza en alguna de las dimensiones relevantes –ya sea la variable dependiente, una variable independiente o la correlación entre ambas–. Se sugiere seleccionar los casos extremos y algún caso intermedio. Bajo este criterio es posible seleccionar los mismos tres casos que bajo los criterios de MSSD. Lo anterior se debe a que la dimensión de representación del proceso constituyente sí tiene variación y, de acuerdo a las diferencias que se producen en ella y su comportamiento, también difieren en el éxito del reemplazo constitucional. 

			La selección por MSSD y por casos diversos son complementarias en este estudio. El primer paso es determinar qué casos se llevaron a cabo en procesos participativos, para lo cual se recurre a una técnica de cross case mediante la categorización de la variable «proceso participativo». Se considera proceso participativo a aquel que obtenga un puntaje de 4 o 5 en una categorización de 5 puntos, es decir, si obtiene más de la mitad de los puntos posibles. Cada una de los siguientes hitos participativos tendrá 1 punto si es que se encuentran presentes en el proceso. En caso contrario tendrá 0 (ver tabla 1). En este contexto, el inicio del proceso tendrá 1 punto si hubo un referéndum de consulta para iniciar formalmente el proceso constituyente y 0 en caso contrario. Una Asamblea Constituyente electa por los ciudadanos tendrá 1 punto y 0 en si hubo otras formas de selección. Si el borrador de nueva Constitución recibió insumos ciudadanos durante el proceso obtendrá un 1, y 0 en caso contrario. En cuanto a la etapa deliberativa, ésta se evaluará con un 1, si fue un debate público o 0 si fue un debate cerrado y, por último, si la ratificación fue hecha en consulta con la ciudadanía (referéndum) se le asignará un 1, y 0 en caso contrario. Como se observa de la tabla 1, solo se consideran participativos: Colombia, Venezuela, Ecuador en el 2008 y Bolivia.

			Tabla 1: Participación en el proceso constituyente

			
				
					
					
					
					
					
					
					
				
				
					
							
							
							Referéndum de Inicio 

						
							
							Elección asambleístas 

						
							
							Elaboración borrador 
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							Participación (resultado)

						
					

					
							
							Colombia 1991

						
							
							1
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							Venezuela 1999
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							Ecuador 2008
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			Fuente: Elaboración propia

			* En el caso de Venezuela, solo fue público el plenario, pero no la discusión previa

			En segundo lugar, se observa el comportamiento de la representación en cada uno de los casos. Para que el proceso sea representativo, tiene que haber presencia de la oposición y el Ejecutivo no debe controlar el proceso, es decir, la oposición debe ser efectiva. Adicionalmente a ello, el mecanismo constituyente también puede estar compuesto por otros grupos sociales organizados que no forman parte del sistema de partidos, como se ha señalado anteriormente. Sin perjuicio de lo anterior, para efectos de la selección de casos, la tabla 2 solo da cuenta del mínimo de inclusión; es decir, basta con que algún grupo de la oposición pueda ejercer su rol en forma efectiva. En este análisis, Venezuela y Ecuador (2008) no clasifican como procesos representativos, principalmente por el control que ejerce el gobierno sobre el proceso y la escasa posibilidad de la oposición de incidir en él. De cualquier manera, la representación puede manifestarse de distinta manera en todos los casos, como se verá más adelante.

			Tabla 2: Representación
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							Colombia 1991
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							Sí

						
					

					
							
							Argentina 1994
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							Bolivia 2009
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			Fuente: Elaboración propia

			*La oposición retuvo el veto de los 2/3, pero la redacción final del borrador fue dominado por el Ejecutivo, aunque luego tuvo que negociar con la oposición en el Congreso.

			Dimensionalmente los casos se distribuyen de la siguiente manera de acuerdo a los elementos que guían las variables independientes: participación y representación:

			Tabla 3: Distribución de casos según dimensiones de selección
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			Fuente: Elaboración propia

			Dados los antecedentes anteriores, se eliminan dos casos: Ecuador (1998) y Argentina (1994), por no ser procesos participativos. Colombia (1991), Venezuela (1999), Bolivia (2009) y Ecuador (2008), son casos relevantes de alta participación, pero con distintos niveles de representación. Aunque Bolivia y Colombia son clasificadas en el mismo recuadro, el caso boliviano presenta un mayor grado de control del poder ejecutivo sobre el proceso de lo que sucede en el caso de Colombia. Ecuador 2008 es similar a Venezuela 1998 en términos de control del Ejecutivo sobre el proceso, aunque la oposición en el primer caso no quedó excluida de la misma forma que en Venezuela (la oposición ecuatoriana obtuvo cerca de un 25% de los escaños en el 2008).

			Como se ha señalado, estos cuatro casos tienen altos grados de participación, pero sus niveles de representación varían. Venezuela tiene una representación excluyente, dada por la ausencia de la oposición en el proceso y la alta incidencia del Ejecutivo en el mismo. Ecuador 2008 reviste características similares, aunque la AC estaba compuesta por 11 agrupaciones y partidos, adicionales al de gobierno. Colombia por su parte tiene una participación inclusiva –sin embargo, importantes sectores como las FARC no participaron de él– y un gobierno que, si bien lidera el proceso, pacta con otros sectores para avanzar en objetivos comunes. En este sentido, Venezuela y Ecuador (2008) son los casos extremos. Bolivia, en cambio, tiene un proceso incluyente desde el punto de vista de la representación, pero el Ejecutivo, pese a que no pudo controlar la parte deliberativa del proceso (al igual que Colombia), intervino en la redacción del borrador final que luego negoció con la oposición.

			Un último factor para decidir los casos son las diferencias en la variable a explicar o dependiente. A modo de breve explicación, se eligió una dimensión de la democracia que determina el éxito de todo reemplazo constitucional para efectos de mostrar variabilidad: el componente liberal de la democracia. Para tener una primera aproximación de la variación de la variable dependiente se utilizó el «liberal component index» de V-DEM que toma los límites que se le imponen al gobierno: libertades civiles protegidas constitucionalmente, el estado de derecho, independencia de los jueces y los balances y contrapesos efectivos del poder legislativo y judicial sobre el ejecutivo.6 

			De acuerdo a este índice, la limitación del poder y establecimiento de derechos mejoran en el caso de Colombia de 0.57 un año antes de la AC a 0.75 un año después de las elecciones presidenciales de 1994; baja levemente, pero se mantiene en niveles aceptables, en el caso de Bolivia, desde 0.69 un año antes de la AC a 0.58 después de las elecciones de 2014; y se deterioran significativamente en el caso de Venezuela de 0.77 un año antes de la AC a 0.24 un año después de las elecciones de 2006, al igual que en Ecuador (2008), donde un año antes de la AC, el índice señalaba 0.61, y después de las elecciones de 2013, baja a 0.43. Aunque en esta sección no se ha hecho un análisis estadístico, sí se puede anticipar variación en la dependiente a fin de poder hacer el estudio.

			Tabla 4: Resumen casos preseleccionados
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			Fuente: Elaboración propia

			En suma, la tabla 4 nos permite determinar cuáles son los casos extremos en conformidad a los criterios de MSSD y de casos diversos. Los casos son similares en cuanto pertenecen al universo de procesos participativos, pero difieren en su nivel de representatividad. Por otra parte, si bien los casos se asemejan en no ser exitosos en mejorar la dimensión participativa de la democracia, pese a ser uno de sus objetivos (ver siguiente capítulo), se diferencian en los resultados sobre la dimensión liberal de la democracia, lo cual genera variación en el resultado de cada uno de los reemplazos constitucionales. Por lo tanto, la variabilidad conjunta de la variable independiente representación y el «éxito» del reemplazo constitucional reflejado en el componente liberal de la democracia de V-DEM (variable dependiente), nos permite seleccionar tres casos –dos extremos y uno intermedio– para estudiar en profundidad: Colombia 1991, Venezuela 1999 y Bolivia 2009.

			

			
				
					1	Concepto de tercera ola democrática fue desarrollado por Huntington (1993) para referirse al conjunto de países que pasaron de regímenes autocráticos a democracia a partir de 1978.

				

				
					2	Varieties of Democracy ofrece una base de datos con 350 indicadores y 45 índices sobre democracia desde 1900 a la fecha, para 177 países. La base de datos se puede acceder en <www.v-dem.net>. 

				

				
					3	Todos los mecanismos constituyentes de los casos analizados en este trabajo son Asambleas Constituyentes, como se verá más adelante cuando se describan los casos.

				

				
					4	La razón que desarrolla el autor se centra principalmente en que cuando los debates son públicos se acentúa la dificultad de tener un debate de «alta política» (concepto que será abordado en el Capítulo 4) y la posibilidad de llegar a acuerdos.

				

				
					5	Otros autores como Samuels (2006), Banks (2007) y Hart (2003) también construyen sobre la idea de las expectativas que genera la participación sobre la duración, la legitimidad y la eficacia de las nuevas constituciones, sobre lo cual hay poca evidencia empírica, pero mucho desarrollo teórico.

				

				
					6	Para hacer este análisis también se tomaron en consideración los datos de Freedom House (FH) para libertades civiles y derechos políticos. FH evalúa a 195 países a través de encuestas mediante las cuales realizan un ranking de países de más a menos libres según una escala del 1 al 7, donde 1 es el mayor grado de libertad y 1 es el menor grado de libertad de acuerdo a dos rankings (considerando ambos: libertades civiles y derechos políticos). En este ranking, Venezuela es clasificado como Libre en 1998 (y los años inmediatamente anteriores), mientras que en el año 1999/2000, la evaluación bajó a Parcialmente Libre, manteniéndose de esta manera hasta la actualidad. Por su parte, Bolivia es clasificada como parcialmente libre desde 2003 a la fecha y Colombia en 1988/1989 fue clasificado como parcialmente libre y se ha mantenido de esta manera hasta el 2014. En atención a la poca sensibilidad que tiene este indicador año a año y que sus dimensiones son más restringidas que aquellas de V-DEM, es que se ha preferido utilizar estos últimos datos.
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